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NORMATIVA Ley 37/1992 art. 80-Cuatro-  
  
DESCRIPCION-HECHOS Los consultantes, un notario y una entidad mercantil 
dedicada a la prestación de servicios de certificación electrónica, quieren poner 
en marcha un procedimiento para efectuar requerimientos notariales, a efectos 
de lo establecido en el artículo 80.Cuatro de la Ley 37/1992, de forma 
electrónica, con la utilización de una plataforma. En el caso, de envío a una 
dirección postal, se remitirá a un operador postal para su impresión y entrega 
en la dirección postal, con identificación y firma del acuse de recibo. En el caso 
de que la dirección de notificación sea electrónica la propia plataforma 
certificará el envío mediante el empleo de firma electrónica avanzada. 
 
En ambos supuestos, la plataforma ofrece información de seguimiento y 
resultado de la comunicación individualizada.  
  
CUESTION-PLANTEADA Si el procedimiento descrito cumple con los 
requisitos para ser considerado como requerimiento notarial conforme a la 
legislación aplicable.  
  
CONTESTACION-COMPLETA 1.- El artículo 80.Cuatro de la Ley 37/1992, de 
28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido (BOE de 29 de 
diciembre), dispone lo siguiente: 
 
“Cuatro. La base imponible también podrá reducirse proporcionalmente cuando 
los créditos correspondientes a las cuotas repercutidas por las operaciones 
gravadas sean total o parcialmente incobrables. A estos efectos: 
 
A) Un crédito se considerará total o parcialmente incobrable cuando reúna las 
siguientes condiciones: 
 
1.ª Que haya transcurrido un año desde el devengo del Impuesto repercutido 
sin que se haya obtenido el cobro de todo o parte del crédito derivado del 
mismo. 
 
(…) 
 
4.ª Que el sujeto pasivo haya instado su cobro mediante reclamación judicial al 
deudor o por medio de requerimiento notarial al mismo, incluso cuando se trate 
de créditos afianzados por Entes públicos. 
 
(…)” 
 
 



2.- En respuesta a consulta formulada por este Centro Directivo a la Dirección 
General de Registros y del Notariado, en relación con los requisitos que hacen 
válido un requerimiento notarial, dicha Dirección General señala en su informe 
de 8 de octubre de 2014, en primer lugar, en relación con los requisitos que 
hacen válido un requerimiento notarial, dicha Dirección General señala en su 
informe de 8 de octubre de 2014, en primer lugar, que: 
 
“La cuestión por tanto se circunscribe a saber qué requerimiento notarial es 
equivalente en cuanto a su efecto conminatorio, a la presentación de una 
demanda judicial dirigida al cobro de la deuda, tema que sin duda ha de 
decidirse a la vista de la legislación notarial a la que corresponde establecer la 
forma que debe revestir el requerimiento notarial conminatorio para ver si se 
acomoda la actuación consultada.”. 
 
El informe continúa refiriéndose a los elementos del acta notarial de notificación 
o requerimiento, cualquiera que sea la forma de su práctica, que debe contener 
los siguientes elementos documentales: 
 
“1. La rogación inicial dirigida por el requirente al Notario en la que se dejará 
constancia, entre otros extremos: a) La identificación e interés legítimo del 
requirente; b) De los particulares que, como requerimiento o notificación, han 
de trasladarse a un tercero; c) La identificación del tercero a quien ha de 
dirigirse el requerimiento; d) El domicilio a que debe dirigirse el requerimiento. 
 
2. Una diligencia redactada y autorizada por el Notario en la que se dejará 
constancia por una parte, del intento de traslado por aquél al tercero de la 
exigencia, petición o en general la pretensión de la que el rogante inicial pide 
traslado, el cual se efectúa mediante ofrecimiento a su destinatario de una 
cédula o copia de la rogación inicial y de otra, del medio empleado para el 
ofrecimiento y su resultado; es decir, si efectivamente ha podido entregarse o 
no a su destinatario (u otra persona legitimada para recibirlo) la cédula o copia 
y, en caso afirmativo, dónde y a quién se ha efectuado la entrega. 
 
En su caso, se dejará asimismo constancia, de la eventual contestación que el 
requerido hubiere dado al requerimiento ya practicado.”. 
 
Por otra parte, en relación con los medios que debe elegir el el Notario como 
forma de practicar el ofrecimiento, cedula o copia, el informe continua diciendo 
que “puede hacerlo personalmente y en tal caso, además, informará 
verbalmente del objeto del requerimiento a la persona con quien entienda la 
diligencia o por correo certificado con acuse de recibo, tal como señala el 
artículo 202 del Reglamento Notarial, que presenta además medios 
subsidiarios a los alternativos citados. 
 
En efecto, los artículos 201 y 202 del Reglamento Notarial, en su actual 
redacción, disponen el modo en el que el Notario debe realizar su actividad en 
las actas de requerimiento y notificación, - además de las de simple envío de 
documentos, que no habrán de confundirse con las primeras- permitiendo 
ahora que la diligencia de entrega de la cédula que contiene el acto 



intimidatorio o notificado se entregue personalmente o bien, a su criterio 
discrecional, mediante remisión por correo certificado con acuse de recibo. 
 
La forma de, cumplimentación queda a criterio del Notario que habrá de valorar 
las circunstancias del caso y deberá controlar por sí mismo la totalidad del 
procedimiento iniciado con la rogación y finalizado con el cierre del acta y 
expedición de traslado o copia. 
 
Es decir, para lograr el carácter fehaciente que le es propio al acta, en cuanto 
instrumento público notarial, el Notario debe controlar todo el procedimiento 
notificante o requisitorio, desde el interés legítimo del requirente aI contenido 
de lo notificado o requerido, la entrega o remisión al destinatario y su 
contestación en el propio acta, en su caso. Así resulta del citado artículo 201 
del Reglamento Notarial y del artículo 202, dirigido especialmente a la práctica 
de notificaciones y requerimientos. 
 
(…) 
 
Este último precepto, presenta, ciertamente, carencias técnicas que deben ser 
completadas al amparo del conjunto normativo notarial y de la Ley 43/2010, a 
la que se hará referencia más adelante. Estas resultan, de una parte, de la 
necesidad de primar en el requerimiento la correcta recepción por el requerido 
y de otra, de una cierta indefinición de los medios subsidiarios de envío y 
recepción, que, como se ha explicado, no pueden separarse de la idea motriz 
del control del Notario sobre el procedimiento  
 
(…)  
 
Ha de distinguirse, por tanto, de una parte, el acta de mero envío de 
documentos — como pudiera ser, incluso la copia o cédula del requerimiento 
sino diera lugar a contestación- y la práctica de una notificación o requisitoria 
por correo certificado con, acuse recibo, que para poder ser contestada, 
elemento indisociable, habrá de haber sido habilitado una forma para ello en el 
mismo acta, ya sea ante el mismo u otro Notario.”. 
  
En este sentido, el informe señala “La atribución de especiales efectos 
colaboradores al operador del servicio postal universal (Sociedad Estatal 
Correos y Telégrafos S.A .) resultantes de su marco normativo -artículo 22 y 
Disposición Adicional Primera de la Ley 43/2010 de 30 de diciembre del 
servicio postal universal, de los derechos de los usuarios y del mercado postal 
y el artículo 39 del Real Decreto 1829/1999 de 3 de diciembre- no empecé lo 
anterior. 
 
Le están conferidas, actualmente, especiales efectos en la distribución, 
entrega, recepción, rehúse o imposibilidad de entrega de notificaciones incluso 
de órganos administrativos y judiciales y tanto en las actuaciones realizadas 
por dicho operador mediante medios físicos como telemáticos. 
 
(…) 
 



Por lo que debe considerarse, hoy por hoy, único medio oficial de comunicación 
postal, ya sea física y electrónica, al menos a los efectos, que aquí importan, 
coadyuvantes del Notario autorizante en la garantía de la íntegra fehaciencia 
del procedimiento.”. 
 
Finalmente respecto de la actuación propuesta el informe señala que “La 
actuación del Notario consultante se concreta, según se expresa, de una parte, 
en el uso de un sistema que permita realizar los requerimientos de forma 
automatizada, utilizando la plataforma denominada EVICERTI que realiza firma 
electrónica y deja registro de las operaciones realizadas por el Notario 
pudiendo ser auditado posteriormente; en el uso de direcciones electrónicas 
bien porque la factura sea electrónlca; bien porque exista un canal electrónico 
previamente aceptado por ambas partes; bien porque en aplicación de la ley 
11/2007 de 22 de junio se reconoce la existencia de domicilios electrónicos y/o 
sedes electrónicas. 
 
La propia alegación de los consultantes al citar el artículo 198.2, erróneamente 
dicen el artículo 197.2- y el articulo 201 ambos del Reglamento notarial, ponen 
de manifiesto la insuficiencia del sistema diseñado a los fines que se 
pretenden, pues no se trata de un requerimiento conminatorio, único que ha de 
considerarse suficiente a los efectos de la legislación fiscal, sino que se dirige a 
la mera constancia de cualquier hecho relacionado con un archivo informático, 
estableciendo reglas al respecto incluido el envío de la documentación que 
comprenden. 
 
La cita por los consultantes de un Auto del Tribunal Supremo (855/201 de la 
Sala 1a,) del que pretenden derivar la eficacia probatoria de la plataforma 
privada, aun en el caso de que así fuera, no altera las anteriores 
consideraciones dirigidas a un concreto efecto del ordenamiento jurídico cual 
es el efecto de requerimiento de pago. 
 
En conclusión, ha de considerarse que las actas así autorizadas no son un 
requerimiento notarial en el sentido que es exigido por el artículo 80 de la Ley 
37/1992, en cuanto han de poseer al igual que el requerimiento judicial 
derivado de la demanda a la que equivale, un contenido intimatorio previsto en 
la legislación notarial dirigido a la adopción de una determinada conducta, 
concretamente la del pago de la deuda reclamada. 
 
En el caso consultado la intervención notarial además no dota de valor 
intrínseco ni de presunción de legitimidad al contenido del requerimiento, ni 
queda controlado por el Notario, al depender de la intervención de terceros de 
naturaleza privada.”. 
 
3.- De acuerdo con lo anteriormente dispuesto, no se puede considerar que los 
medios de comunicación a que se refiere la consultante, cumplan los requisitos 
exigidos por la normativa del impuesto para ser considerados como 
requerimiento notarial. 
 
No obstante, para la delimitación del concepto de requerimiento notarial habrá 
que estar a los criterios recogidos en el informe de la Dirección General de los 



Registros y Notariado mencionados en el punto anterior de la presente 
contestación. 
 
4.- Lo que comunico a Vd. con efectos vinculantes, conforme a lo dispuesto en 
el apartado 1 del artículo 89 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre. 


